CNCiv., Sala D, 24/06/2008. - Rabinovitz, Guillermo Adrián y otros c. G., C. A. s/daños y perjuicios
Multa Procesal:

Temeridad: configuración.

Escribano:

Responsabilidad: asunción de deudas; entrega de dinero al escribano; falta de pago; Fondo de Garantía del Colegio de Escribanos; responsabilidad; actos dolosos.

1 - La circunstancia de que los compradores hayan asumido las deudas –aunque no en los términos de la ley 22.427– no empece a la responsabilidad del escribano demandado, pues el incumplimiento que se le imputa consiste en no haber abonado las deudas por impuesto inmobiliario con el dinero que le entregaron a tal fin. 

2 - Cuando el escribano demandado recibió de los actores al día siguiente al de la celebración de la escritura traslativa de dominio el dinero para abonar la deuda por impuesto inmobiliario actuó como agente de retención –en forma tardía– pues sobre él pesaba la obligación legal de liberar los certificados. En consecuencia, no se puede hablar de que los compradores hayan voluntariamente acordado con él esta gestión ni de que el escribano haya asumido ante ellos una obligación contractual independiente del acto escriturario, pues sobre él pesaba el deber legal de abonar la deuda. Por ello, no habiendo el escribano pagado las deudas referidas, no puede argumentarse que la recepción del dinero a tal fin no haya sido efectuada en el ejercicio de la función notarial, por lo que el Fondo de Garantía del Colegio de Escribanos debe responder por su defectuoso cumplimiento, como asimismo por el incumplimiento de las leyes fiscales como agente de retención. 

3 - Debe rechazarse la pretensión de que el Fondo de Garantía del Colegio de Escribanos no responda por actos dolosos cometidos por los escribanos. Ello es así pues el art. 158 de la ley 400/00 ninguna distinción realiza al respecto, por lo que basta que el hecho haya sido cometido con motivo de actos realizados en el ejercicio de la función notarial para habilitar su responsabilidad. 

4 - Habiendo los compradores entregado en término al escribano el dinero para saldar las deudas por impuesto inmobiliario, la generación de intereses y multas como consecuencia del tiempo transcurrido tiene como única causa la falta de pago oportuno por parte de éste, por lo que debe responder por ellos en razón de tratarse de consecuencias inmediatas de su accionar ilícito.

5 - La actitud del demandado, quien no sólo resistió la pretensión de los actores alegando hechos que no intentó siquiera probar, sino que además opuso a ella reconvención en concepto de honorarios sin acompañar factura alguna, ni tratar de acreditar que ésos eran los honorarios convenidos con las partes, ni explicar el cálculo por el cual arribó a esa cantidad, pone en evidencia la falta de sustento de su posición. Súmese a ello que la circunstancia de no haber comparecido a la audiencia del art. 360 del cód. procesal, producida la prueba confesional e informativa ofrecida ni abonado la tasa de justicia correspondiente a la reconvención, como asimismo lo insustancial de su expresión de agravios permiten inferir que el accionado ha obrado con conciencia de su sinrazón, es decir, temerariamente al plantearla.

--------------------------------------------------------------------------------

En Buenos Aires, Capital de la República Argentina, a los 24 días del mes de junio de 2008, reunidos en Acuerdo los señores jueces de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, Sala “D”, para conocer en el recurso interpuesto en los autos caratulados “Rabinovitz, Guillermo Adrián y otros c. G., C. A. s/daños y perjuicios”, el Tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver:

¿Es ajustada a derecho la sentencia apelada?

Practicado el sorteo resultó que la votación debía efectuarse en el siguiente orden: señores jueces de Cámara doctores Ana María Brilla de Serrat y Miguel Angel Vilar. El señor juez de Cámara doctor Diego C. Sánchez no interviene por hallarse en uso de licencia. 

A la cuestión propuesta la doctora Ana María Brilla de Serrat, dijo:

I. La sentencia de fs. 314/23 hizo lugar a la demanda por daños y perjuicios interpuesta por Guillermo Adrián Rabinovitz, Gerardo Martín Rabinovitz y Rodolfo Javier Rabinovitz contra C. A. G. y lo condenó a abonarles el importe que definitivamente liquidara el ente recaudador por impuesto de sellos e inmobiliario adeudados hasta el momento de realizarse la escritura traslativa de dominio de un inmueble en la que los actores intervinieron como compradores y el demandado como escribano autorizante. Se hizo extensiva la condena al Fondo de Garantía del Colegio de Escribanos –citado como tercero por la parte actora– y se impusieron las costas al demandado vencido.

Por otra parte se desestimó la reconvención por cobro de honorarios incoada por el demandado, también con costas a su cargo.

El fallo fue apelado por el demandado y por el Colegio de Escribanos, quienes expresaron agravios a fs. 365/68 y 351/61 respectivamente. Corrido el traslado de ley, fue contestado por la actora a fs. 379/80 y 375/76.

II. El demandado C. G. intervino el día 4 de octubre de 2001 como escribano autorizante de la escritura pública obrante en copia a fs. 5/12, mediante la cual “Roguige Sociedad Anónima” transmitió a los aquí actores el dominio sobre un inmueble sito en la Provincia de Buenos Aires.

En dicho instrumento se insertó la siguiente cláusula: “De los certificados administrativos que una vez despachados y liberados agregaré a la presente, de ellos resultará la inexistencia de deudas hasta la fecha en concepto de Contribución Inmobiliaria, Impuestos Municipales, encontrándose fuera del radio de Obras Sanitarias de la Nación y Aguas Argentinas y por cualquier otra afectación las partes desobligan al Autorizante de su liberación”.

Por otra parte, la cláusula “g” expresaba: “Que por este acto se retiene para abonar el impuesto de sellos a la compradora atento a lo previsto por el artículo 259, inciso 28 bis de la ley 12.049 de la Provincia de Buenos Aires”.

Los actores alegaron al demandar que los certificados aludidos habían arrojado una deuda que ellos asumieron, razón por la cual entregaron al escribano para su cancelación la cantidad de $ 11.000 y para el pago del impuesto de sellos un cheque por $ 1.000 y para el pago del impuesto de sellos un cheque por $ 1.000, con fecha 5 de octubre de 2001, según hizo constar G. en el recibo que obra en copia a fs. 38. No obstante, aseveraron haber constatado que el demandado no canceló las deudas, lo cual constituyó la causa de la promoción de este pleito.

El demandado C. G. alegó en su escrito de responde que, al día siguiente al de otorgamiento de la escritura, concurrió a la Dirección General de Rentas, donde se le informó que los comprobantes de pago que los compradores le habían entregado eran falsos, por lo que éstos se comprometieron a suministrarle el dinero para saldar la deuda. Agregó que nunca lo hicieron y que el recibo suscripto por él que se adjuntó a la demanda, cuya autenticidad reconoció, había sido preparado de antemano por él y le fue sustraído de su oficina.

El magistrado de grado hizo lugar a la demanda, al considerar probados los hechos allí alegados, fundamentalmente a través de la confesión ficta por parte del actor de las posiciones contenidas en los pliegos presentados por la parte actora y por el colegio de escribanos, los testimonios aportados y la frustración de la prueba pericial contable en razón de la reticencia del accionado a poner a disposición de la perito la documentación requerida. Por otra parte, ponderó la ausencia de producción de prueba alguna por parte de G.

III. En primer lugar corresponde aclarar la cuestión de prejudicialidad que el Colegio de Escribanos esgrime en sus agravios.

Señala que el juez de grado analizó la causa penal “Douradhinda de Pedace, Teodora, Pedace Abel s/Defraudación, en lugar de meritar la causa caratulada “Ferrara, Elda Noemí s/denuncia”, ofrecida por su parte al contestar su citación como tercero, siendo que ambas se encontraban en trámite ante el Juzgado de Instrucción Nº 20, Secretaría Nº 162. Sostiene que de este modo el “a quo” ignoró la prejudicialidad establecida por el art. 1101 del Código Civil.

Al requerirse al mencionado Juzgado de Instrucción la causa ofrecida como prueba por el Colegio de escribanos, fue remitido el referido expediente seguido por el delito de defraudación, que fue iniciado, precisamente, a raíz de una denuncia de Elda Noemí Ferrara. 

El Colegio nada dijo al respecto ni al recibirse dicho expediente en el Juzgado de grado ni al alegar sobre la prueba producida, por lo que cabe concluir que no se trata de dos causas distintas sino de una única, que ha sido analizada por el a quo en su fallo y que ninguna relación guarda con los hechos que se debaten en estos actuados, razón por la cual no existe prejudicialidad alguna en los términos de la norma citada.

IV. El demandado argumenta en su expresión de agravios que no puede achacársele incumplimiento alguno de sus funciones, pues confeccionó la escritura dejando constancia en ella de la asunción de la deuda por parte de los compradores, de conformidad con lo establecido por el art. 5 de la ley 22.427. Cuestiona además la valoración de la prueba producida en autos que, a su juicio, no justifica su condena.

Pese a la notoria orfandad crítica y lo confuso de la queja del demandado, en atención al amplio criterio interpretativo que sostiene este Tribunal respecto del ejercicio del derecho de defensa, intentaré desgranar los argumentos vertidos para su consideración, sin dejar de recordar que el Tribunal no se encuentra obligado a tratar cada una de las argumentaciones de las partes, ni ponderar todas las pruebas agregadas, sino sólo las consideradas decisivas para la resolución de la contienda (Fallos: 144:611; 258:304; 262:222, 265:301, 272:225, 274:113, 276:132, 280:3201, 303:2088, 304:819, 305:537, 307:1121, entre otros).

G. intenta ampararse en esta instancia en lo previsto por el art. 5 de la ley 22.427.

Igualmente invoca dicha norma el Colegio de escribanos en su expresión de agravios, en la que asevera que el demandado G. cumplió con las obligaciones impuestas por dicha ley, por lo que su responsabilidad como escribano es inexistente. El art. 5 de la ley 22.427 establece: “No se requerirán las certificaciones de deuda liquida y exigible y se podrá ordenar o autorizar el acto y su inscripción, cuando el adquirente manifieste en forma expresa que asume la deuda que pudiere resultar, dejándose constancia de ello en el instrumento del acto”.

El bien que se transmitió a través del acto autorizado se encuentra situado en la Provincia de Buenos Aires, lo cual trae a colación la controvertida cuestión acerca de si la ley 22.427 tiene alcance nacional o local, pues en este último caso sólo sería aplicable a la transferencia de inmuebles situados en la Ciudad de Buenos Aires y territorios nacionales (ver al respecto Riva, Juan y Trípoli, Pablo, Ley 22.427 ¿Nacional, local o mixta?, La Ley, 2007-C, 212; Miguens, Alberto, Ley 22.427: Inscripción del bien inmueble: informe sobre deuda municipal, Revista del Notariado Nº 888, pág. 132). 

El Colegio de Escribanos sostiene en sus agravios que el ámbito de aplicación es nacional y que, por ende, debe prevalecer por sobre cualquier otra norma de menor jerarquía, provincial o municipal. En este marco normativo intenta argumentar que G. cumplió con su función como notario al dejar constancia de la asunción de deudas por parte del adquirente.

Pero la discusión pierde trascendencia en el presente caso, pues no puede pasarse por alto que la cláusula inserta en el acto escriturario dista de ser la asunción expresa de las deudas por parte del adquirente que prevé la ley 22.247, pues se asienta en ella algo muy diferente, como se ha referido “supra”: que de los certificados que “oportunamente” se agregarían, resultaría la inexistencia de deudas hasta esa fecha.

Adviértase que la invocación a la ley mencionada es introducida en esta instancia, dado que al contestar demanda el accionado explicó solamente que los actores eran de su conocimiento y que para ello intervino en la escrituración, pero que al día siguiente comprobó en la Dirección General de Rentas que los comprobantes de pago de impuestos que aquéllos le habían entregado eran falsos, por lo que se comprometieron “a posteriori” a entregarle el dinero para realizar abonarlos y posibilitar la inscripción de la operación. Ello importa admitir que autorizó el acto sin contar con los certificados de deuda liberados.

Sobre este tema volveré al analizar los agravios del Colegio de Escribanos sobre la extensión de la condena al Fondo de Garantía que administra. Pero en lo que respecta al demandado G., la circunstancia de que los compradores hayan asumido las deudas, aunque no en los términos de la ley citada –asunción ésta que los actores admiten en su demanda– no empece a su responsabilidad pues el incumplimiento que se le imputa consiste en no haber abonado las mencionadas deudas con el dinero que le entregaron a tal fin.

Son estos hechos y no otros los que el “a quo” consideró acreditados y fundaron la condena al demandado contenida en la sentencia apelada. Por lo tanto, la crítica del recurrente debió circunscribirse a controvertir la valoración realizada por el juzgador respecto de la prueba producida a este respecto.

En su confusa expresión de agravios, menciona que el sentenciante se habría fundado para condenarlo en sus antecedentes personales informados por el Colegio de escribanos, que ninguna relación tienen con el caso “sub examine”. Cabe decir al respecto que el juez sí efectúa una relación acerca de dichos antecedentes al pormenorizar la totalidad de la prueba producida en el expediente, pero en modo alguno puede interpretarse que de tal informe haya extraído la conclusión en que basó la condena.

Sí lo hizo, en cambio, sobre la base del informe de la Dirección General de Rentas, del cual surgía la subsistencia al año 2003 de deuda correspondiente a períodos anteriores a la fecha de escrituración de la compraventa.

También valoró el juez de grado el testimonio de Rodolfo Dworkind, quien declaró haber acompañado al coactor Guillermo Rabinovitz a principios de octubre de 2001 a entregar al entonces escribano G. la suma de once mil pesos en efectivo para el pago de impuestos y un cheque por mil pesos y haber visto que el demandado le entregaba un recibo a cambio (v. fs. 191).

Por su parte, el testigo Fabián Filomeno Villalba, quien suscribió la mentada escritura en carácter de representante legal de la parte vendedora, aludió la existencia a esa fecha de una deuda de más de tres mil pesos y otra de diez mil pesos, que fueron asumidas por la compradora (v. fs. 191 vta.).

Por otra parte, el recibo de fs. 38 fue reconocido por G., quien no probó en modo alguno lo alegado al contestar demanda en el sentido de que este documento se encontraba guardado en su escribanía a la espera de que los actores le llevaran el dinero para realizar el pago de la deuda y que le fue sustraído de allí.

Por último, el juez ha tenido al demandado por confeso de las posiciones contenidas en los pliegos obrantes a fs. 312 y 313, en atención a su incomparecencia a la audiencia respectiva.

En efecto, en virtud de lo prescripto por el art. 417 del Código Procesal y ante la ausencia de pruebas que contradigan lo que de ellas surge, puede considerárselo confeso respecto de los siguientes hechos: a) que retuvo de los compradores en concepto de deuda por impuesto inmobiliario la suma de $ 11.000; b) que recibió de ellos un cheque por $ 1.000 en concepto de impuesto de sellos; c) que entregó un recibo firmado por su puño y letra por la retención realizada con fecha 5 de octubre de 2001 (v. fs. 312, posición 5ª, y fs. 313, posiciones 4ª, 5ª y 6ª).

Ninguno de los argumentos expuestos en la expresión de agravios del demandado muestra error alguno de hecho o de derecho en el razonamiento realizado por el juez de grado por lo que debe tenerse por acreditado que el demandado no utilizó el dinero que le fue entregado por los demandados para abonar la deuda por Impuesto Inmobiliario que habían asumido, lo cual configura un incumplimiento que da lugar a su responsabilidad contractual (conf. Trigo Represas, Félix A, Responsabilidad civil del escribano público, pág. 51 y ss.; Bueres, Alberto, Responsabilidad civil del escribano, pág. 38; etc.), por lo que corresponde sin más desestimar la queja.

V. La sentencia de primera instancia hizo extensiva la condena al Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires, citado como tercero por la parte actora, en su carácter de Administrador del Fondo de Garantía creado para responder subsidiariamente por ciertas obligaciones de los escribanos de la jurisdicción. El magistrado de grado fundó esta decisión en la circunstancia de que los daños que integran la condena derivarían de actos realizados por un escribano en ejercicio de la función notarial, como lo es la retención de fondos destinados al pago del impuesto de sellos e inmobiliario, siendo irrelevante su carácter culposo o doloso.

Se agravia de ello el Colegio de Escribanos. Su posición se resume en afirmar que G. cumplió con las obligaciones impuestas por la ley 22.247, que, según sostiene, es de alcance nacional, al plasmar la voluntad del adquirente de hacerse cargo personalmente de las deudas que el inmueble detentaba, y, por tanto, su obligación como escribano es inexistente. Argumenta que no hubo retención legal de dinero por parte de G., puesto que sobre él no recaía tal obligación, dado que el adquirente efectuó la opción que le confería la ley 22.247. Por lo que –insiste– se configuró una simple entrega voluntaria de dinero por parte de los actores, a título personal, para que procediera al pago de las deudas, relación ésta que no es propia de la función notarial sino del derecho común, por lo que no debe ser extendida la responsabilidad consecuente al Fondo de Garantía. Sostiene además que la finalidad de éste es resguardar a terceros y a los mismos escribanos por sus errores en el desempeño de sus funciones, pero no así responder por los actos delictivos cometidos con dolo.

Por lo demás, la institución recurrente objeta que se haya aplicado al estudio de la responsabilidad de los notarios la ley 12.990 cuando al momento de los hechos se encontraba vigente la ley 404/2000 de la Ciudad de Buenos Aires, como así también que se haya mencionado que el Fondo de Garantía fue creado por la ley citada en último término cuando fue creado por la 12.990.

Cabe decir al respecto que, si bien asiste razón al apelante en cuanto a que a la fecha de los hechos objeto de la litis la ley 12.990 reguladora de la función notarial había sido derogada en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires por la ley local 404/00, ello carece de trascendencia práctica a los fines de decidir este juicio, dado que, más allá de las menciones que ambas normativas efectúan acerca de la responsabilidad de los escribanos, ésta se rige en el ámbito civil por las normas del derecho común, como lo destacó el sentenciante de la anterior instancia.

Asimismo carece de relevancia que se haya hecho referencia al Fondo Fiduciario de Garantía como creado por la ley 404/00, pues si bien éste es continuador del “Fondo de garantía subsidiario de responsabilidad por el ejercicio de la función notarial” instituido por la ley 22.171, modificatoria del artículo 15 de la ley 12.990 (conf. Art. 160 ley 404/00), su régimen a la fecha de los hechos era el dispuesto por la mencionada ley sancionada por la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Ahora bien: en lo que concierne a los argumentos de fondo expuestos por el Colegio de Escribanos, lo primero que llama la atención es que éste haya modificado su posición anterior en el pleito, pues hasta la oportunidad de alegar sostenía que el ex escribano G. había realizado una retención de los importes adeudados por impuestos conforme con su obligación legal y que por ello no era objetable su actuación como notario, más allá de su responsabilidad personal como administrador del dinero ajeno.

En cambio, en esta instancia arguye que no hubo tal retención legal de importes porque no correspondía realizarla en el supuesto de asunción de la deuda por parte del comprador, en los términos del artículo 5º de la ley 22.247. 

Como se adelantara en el considerando anterior, aunque se considerara a esta normativa aplicable en todo el territorio nacional, lo cierto es que en la escritura de marras no se insertó cláusula alguna de este tenor, sino que se aseveró que de los certificados que oportunamente se agregarían surgiría la inexistencia de deuda.

Así las cosas, siguiendo dentro de la hipótesis de aplicabilidad de esta normativa, existían sólo otras dos posibilidades: a) que los certificados de libre deuda de impuestos no hubieran sido expedidos por los organismos respectivos dentro del plazo previsto por el artículo 2º de la ley citada o no se hubiera especificado en ellos deuda liquida y exigible, en cuyo caso el escribano debía dejar constancia de ello en la escritura y quedaba liberado junto con el adquirente (art. 2º, ley 22.427); b) que se hubiesen expedido informando la existencia de deuda líquida y exigible, en cuyo supuesto el escribano debía dejar constancia en el acto y retener el monto correspondiente.

La cláusula inserta por el escribano en el instrumento de compraventa no se corresponde con ninguno de estos supuestos, por lo que forzoso es concluir que, de haber sido aplicable al acto que autorizó la ley 22.427, incumplió con sus obligaciones legales, siendo entonces responsable por la deuda en forma solidaria frente al organismo acreedor y debiendo responder por ella ante al adquirente (conf. art. 6º, ley 22.427).

En un caso de características semejantes a éste, resuelto por la Sala “F” de este Tribunal, el escribano asentó en el acto escriturario que el vendedor declaraba no adeudar suma alguna por Impuestos Municipales y Servicios de Obras Sanitarias de la Nación y agregó que “una vez despachados los certificados respectivos, debidamente liberados, agregaré al presente”, se resolvió en dicho fallo que, habiendo surgido luego la existencia de una deuda, que el comprador no había asumido en los términos del art. 5º de la ley 22.247 –el inmueble se encontraba ubicado en esta ciudad–, el escribano debía responder por no haber liberado los certificados como estaba obligado (conf. CNCiv., Sala F, 17/06/2003, “Hofial S.A. c. Moyano Nores, José M. y otros”, J 2004-1, 642).

Desde otro punto de vista, si se sostiene que el ámbito de aplicación de la ley 22.427 se circunscribe a la Ciudad de Buenos Aires, serían de aplicación al acto escriturario que nos ocupa, que tenía por objeto la transmisión de dominio de un inmueble sito en la Provincia de Buenos Aires, únicamente las normas fiscales allí vigentes. La conclusión, adelanto, es idéntica.

En efecto, el Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires (ley 10.397 y sus modificatorias) dispone en su artículo 17: “Se encuentran obligados al pago de los gravámenes, recargos e intereses, como responsables del cumplimiento de las obligaciones fiscales de los contribuyentes en la misma forma y oportunidad que rija para éstos, las siguientes personas: (...) 3. los que participen por sus funciones públicas o por su oficio o profesión, en la formalización de actos, operaciones o situaciones gravadas o que den nacimiento a otras obligaciones previstas en las normas fiscales o en este Código 4. los agentes de recaudación, por los gravámenes que perciban de terceros, o los que retengan de pagos que efectúen”.

A su vez, establece en su artículo 33: “En las transferencia de bienes, negocios, activos y pasivos de personas, entidades civiles o comerciales, o cualquier otro acto de similar naturaleza, se deberá acreditar la inexistencia de deudas fiscales hasta la fecha de otorgamiento del acto, mediante certificación expedida por la autoridad de aplicación.

Los escribanos autorizantes, los intermediarios intervinientes y los titulares de los registros seccionales del Registro Nacional de la Propiedad del Automotor, así como del registro nacional de Buques, deberán asegurar el pago de los gravámenes a que se refiere el párrafo anterior o los correspondientes al acto mismo.

Asimismo, deberán informar a la Dirección Provincial de Rentas, conforme lo establezca la reglamentación, todos los datos tendientes a la identificación de la operación y de las partes intervinientes.

La expedición del certificado de inexistencia de deuda sólo tiene por objeto facilitar el acto, y no posee efecto liberatorio, salvo cuando expresamente lo indicara el mismo certificado”.

En forma concordante, la Disposición Normativa Serie “B” Nº 65/99 de la Dirección General de Rentas de la Provincia de Buenos Aires dispone: 

“Artículo 1º. Los escribanos públicos titulares de registro deben actuar como agentes de recaudación, en relación a la deuda por Impuesto Inmobiliario que corresponda a inmuebles respecto de los cuales autoricen actos o escrituras, o efectúen la intervención que prevén los artículos 185 a 187 del decreto-ley 9.020/78 (texto según ley 10.542) y el decreto 142/89, en tanto tales actos o escrituras tengan por objeto constituir, modificar o transferir derechos reales sobre los mencionados inmuebles (...) Artículo 3: A los fines del cumplimiento de la obligación prescripta en los artículos anteriores, en relación al Impuesto Inmobiliario, los escribanos públicos deben solicitar el formulario R-551 A (“Informe de Deuda-Impuesto Inmobiliario-Escribanos”), en el cual se informarán los importes adeudados, en relación a los años no prescriptos (...).

Artículo 4º: El Informe de Deuda (R-551 A) tendrá validez en relación a los actos notariales otorgados en el mes de su expedición, y el escribano autorizante debe recaudar la deuda correspondiente, de conformidad a lo establecido en el artículo 1.

Artículo 5º: A los fines de efectuar el ingreso de las sumas recaudadas, se debe solicitar, ante esta Autoridad de Aplicación, la liquidación (formulario R-550) para el pago en las entidades bancarias habilitadas.

Artículo 6º: Los importes recaudados con relación a los actos o escrituras otorgados en cada mes calendario, deben ingresarse hasta el día 20 del mes siguiente o inmediato posterior hábil, cuando dicha fecha corresponda a un día inhábil.

Artículo 7º: Los escribanos públicos deben presentar ante esta Autoridad de Aplicación, hasta el quinto día hábil del mes subsiguiente al del otorgamiento del acto, la siguiente documentación: a) El formulario R-551 A, en el que se debe consignar, bajo firma y sello del escribano autorizante.

b) El formulario R-781, ‘Declaración de pagos para uso de escribanos’.

La documentación referida debe presentarse por duplicado. Un ejemplar será intervenido por esa Autoridad de Aplicación como acuse de recibo para su devolución al presentante.

Artículo 8º: Realizadas las comprobaciones del caso, dentro de los sesenta días transcurridos desde la presentación referida en el artículo anterior, esta Autoridad de Aplicación expedirá certificación de liberación de deuda, de conformidad a lo establecido en el artículo 33 del Código Fiscal (t.o. 1999).

A los fines previstos precedentemente, constituye ‘certificación de liberación de deuda’ el ‘Certificado de liberación de deuda’ debidamente intervenido por funcionario autorizado, en el que deberá constar expresamente su carácter liberatorio mediante la leyenda ‘Liberación de deuda, art. 33 Código Fiscal (t.o.1999)’.

La certificación se expedirá en tres ejemplares, uno para el actual contribuyente, otro para adquirente y el restante para el escribano interviniente, quienes deben conservarla por el término de 5 años contados a partir del 1 de enero del año siguiente al del otorgamiento del acto.

(...) Artículo 11: En los casos de incumplimiento de las disposiciones del presente Título y de las normas legales y reglamentarias aplicables, y sin perjuicio de hacer efectiva la responsabilidad fiscal del escribano interviniente, esa Autoridad de Aplicación procederá –cuando las circunstancias así lo justifiquen– a formular la correspondiente denuncia ante la autoridad competente respecto de la disciplina y fiscalización del notario”.

No cabe duda alguna, pues, de que el demandado G. no cumplió con sus obligaciones como agente de recaudación, pues, bajo la normativa local de la Provincia de Buenos Aires, se encontraba impedido de celebrar la escritura sin contar con los certificados de deuda de Impuesto Inmobiliario, y si éstos habían sido expedidos informando la existencia de períodos impagos, debía haber dejado constancia de esta circunstancia en el instrumento y retenido los importes correspondientes a la parte vendedora o, en caso de haberla asumido la parte compradora, como en el caso de autos, a ésta.

Ahora bien: extemporáneamente, al día siguiente al de celebración de la escritura, G. recibió el dinero para el pago de la deuda por impuesto inmobiliario, con el cual liberaría los certificados en cumplimiento de las leyes fiscales. Empero, no la abonó.

Sin embargo, argumenta el Colegio de Escribanos que no se trató de un incumplimiento de su función notarial que habilite la responsabilidad subsidiaria del fondo de garantía.

El artículo 158 de la ley 404/00 establece que la finalidad de este fondo es responder por las obligaciones de los escribanos en forma subsidiaria y después de haberse hecho excusión de los bienes del deudor principal, en los siguientes casos: “a) por los daños y perjuicios causados con motivo de actos realizados en el ejercicio de la función notarial siempre que existiere sentencia firme condenatoria y que el organismo administrador del fondo de garantía haya sido citado como tercero; dicho organismo está autorizado para transigir; b) por el incumplimiento de las leyes fiscales en los casos en que actuaren como agentes de retención”. 

Cuando el demandado G. recibió de los actores el dinero para abonar la deuda por impuesto inmobiliario actuó como agente de retención –si bien en forma tardía– pues, como se ha visto, pesaba sobre él la obligación legal de liberar los certificados. No se puede hablar, pues, de que los compradores hayan voluntariamente acordado con él esta gestión de que el escribano haya asumido ante ellos una obligación contractual independiente del acto escriturario, puesto sobre él pesaba el deber legal de abonar la deuda.

Así, pues, no puede argumentarse que la recepción del dinero a tal fin no haya sido efectuada “en el ejercicio de la función notarial”, por lo que el fondo de garantía del Colegio de Escribanos debe responder por su defectuoso cumplimiento, como asimismo por el incumplimiento de las leyes fiscales como agente de retención.

Algunos párrafos de la expresión de agravios del Colegio apoyan esta conclusión, habiéndose concluido que G. no obró en los términos del artículo 5º de la ley 22.247 y que recibió el dinero de parte de los compradores como agente de retención: “Distinto seria el caso –analizando una probable hipótesis– si el demandado G., en su carácter de escribano autorizante, habiendo advertido la deuda, hubiese escriturado omitiendo plasmar la manifestación que el artículo 5 de la ley le permite al adquirente, y la deuda no se hubiere cancelado. Sólo en esta hipótesis, el escribano autorizante probablemente resulte solidariamente responsable por la deuda frente al organismo acreedor, respondiendo por ella ante el adquirente, puesto que no habría cumplido con las obligaciones impuestas por esa ley” (v. fs. 356 vta.) (...) “resulta pertinente distinguir con meridiana claridad el alcance de la retención obligatoria que la ley impone a los escribanos para algunas operaciones (...) En el primer caso, donde podría configurarse la responsabilidad del fondo de garantía, la obligación recae sobre los mismos escribanos, siendo ellos los obligados frente a la ley (...)” (v. fs. 360).

Las diferencias entre este caso y los fallos citados en la expresión de agravios de la institución recurrente son palmarias: tanto en “Alkoloumbri, José S. c. L., A. J.” (CNCiv. Sala K, 02/03/2004, La Ley 2004-D, 350), como en “Guerra, Claudio M. c. P. M. C. A. y otro” (CNCiv. Sala F, 15/08/2003, LA LEY 2004-A-275), los escribanos demandados habían recibido, en un caso, dinero para su colocación en inversiones hipotecarias y, en el otro, un certificado de prenda en depósito, actos ambos ajenos por completo a sus funciones como notarios. 

Por último, en cuanto a la condena vinculada con el impuesto de sellos de la escritura de marras, si bien advierto que la falta de pago no está acreditada por el informe de fs. 261, no se ha expresado agravio alguno a su respecto. Pero en caso de que efectivamente G. no haya integrado el importe respectivo, la obligación incumplida del escribano de abonarlo con el dinero recibido de los compradores se encuentra comprendida dentro de los actos complementarios del otorgamiento de la escritura pública y forma parte de los deberes inherentes a su función.

Para finalizar, la pretensión de que el Fondo de Garantía no responda por actos dolosos cometidos por los escribanos carece de todo asidero legal: el art. 158 de la ley 404/00 ninguna distinción realiza al respecto, por lo que basta que el hecho haya sido cometido con motivo de actos realizados en el ejercicio de la función notarial para habilitar su responsabilidad.

En suma, por esas consideraciones, propongo confirmar la sentencia en cuanto extiende la condena al Fondo de Garantía del Colegio de Escribanos.

VI. La sentencia condenó al demandado y al Colegio, en forma subsidiaria, a abonar a los actores el importe que liquide el ente recaudador por el impuesto de sellos e inmobiliario, devengados hasta el momento de llevarse a cabo la escritura, e incluyendo los intereses y multas. Difirió su determinación para la etapa de ejecución de sentencia.

Se queja el Colegio recurrente de la indeterminación del monto de condena, alegando que ésta debe fijarse en la cantidad demandada de $ 18.022,60. Se agravia asimismo de que se incluyan los intereses y multas que el estado liquide al obligado al pago, alegando que éste debió haber cancelado la deuda y luego iniciado el reclamo correspondiente.

La lectura de la demanda permite advertir que no se determinó en ella el monto del reclamo, pues la pretensión estaba constituida por las sumas adeudadas al órgano recaudador de la Provincia de Buenos Aires en concepto de impuesto inmobiliario hasta la fecha de la escritura y por impuesto de sellos, en caso de no haber sido éste oblado.

Ante el requerimiento del “a quo” de que se precisara el monto reclamado, los actores aclararon a fs. 51 que éste estaba sujeto de lo que surgiera del informe del órgano recaudador.

La cifra a que alude el Colegio de Escribanos en sus agravios se corresponde con la deuda informada al 8 de febrero de 2002 por la Dirección de Rentas de la Provincia de Buenos Aires, según el documento que acompañó la parte actora a fs. 28, pero el reclamo objeto de la demanda no se limitó a esa suma de manera alguna.

Por otra parte, en cuanto a los intereses y multas que el Estado añada al monto originario de la deuda en razón del tiempo transcurrido, habiendo los compradores entregado en término al escribano el dinero para saldarlas, la generación de esos accesorios tiene como única causa la falta de pago oportuno por parte de éste, por lo que debe responder por ellos en razón de tratarse de consecuencias inmediatas de su accionar ilícito.

En conclusión, el agravio vertido en cuanto al objeto de la condena debe ser desestimado.

VII. El demandado G. reconvino contra los accionantes por cobro de los honorarios profesionales devengados con motivo de su intervención en el acto escriturario de marras. 

El magistrado de grado desestimó el reclamo, con fundamento en el testimonio del vendedor Fabián Filomeno Villalba, quien declaró que ambas partes abonaron a G. $ 1.600 en concepto de honorarios y que éste no les extendió recibo: Además ponderó la reticencia del demandado a entregar los elementos de juicio solicitados por la perito contadora y la conducta del notario revelada en las pruebas producidas.

El demandado se agravia de dicho rechazo. Remarca la ausencia de comprobante del pago a que aluden los actores y se queja del valor probatorio otorgado a la declaración testimonial de Villalba, quien, afirma, podría tener interés en el tema por haber sido parte en la escritura.

En la posición 3º del pliego de fs. 313, absuelto en forma ficta por el demandado G., como se ha visto “supra”, se afirma que por la operación de compraventa éste percibió al momento de la escritura la suma de $ 1.600 correspondiente a honorarios, sin otorgar recibo.

Si a ello sumamos la negativa a exhibir documentación a que alude el “a quo” y el coincidente testimonio de Villalba, es posible formar convicción en cuanto a que los honorarios en cuestión fueron abonados.

La queja en estudio debe ser, pues, rechazada.

VIII. La parte actora solicita a fs. 379 que se declare temeraria la acción –debe interpretarse que se refiere a la reconvención planteada por el demandado–, con imposición de costas, citando el artículo 45 del Código Procesal.

En realidad, la norma citada no rige la imposición de costas –que han sido declaradas a cargo del demandado reconviniente en la sentencia apelada–, sino que prevé que se sancione con multa a la parte que incurriera en temeridad y malicia, sentido en el cual debe interpretarse lo solicitado por los actores.

Se ha dicho que incurre en temeridad la parte que litiga sin razón valedera y tiene, además, conciencia de la carencia de sustento de su posición. Es decir que debe existir un elemento objetivo, como es la ausencia de razón, y otro subjetivo, referido al conocimiento que tuvo o debió tener de la falta de motivos para deducir o resistir la pretensión (conf. Highton-Areán, Código Procesal Civil y Comercial de la nación. Concordado con los códigos provinciales, Análisis doctrinario y jurisprudencial, tomo I, pág. 758).

“La temeridad puede configurarse en el acto mismo en que las partes sustentan sus pretensiones, pues lo que la normativa pretende evitar es la promoción de procesos en los que el actor tiene o debe tener conocimiento de la carencia de motivos para accionar y, no obstante ello, entabla la demandada abusando de la jurisdicción” (Conf. CNCiv., Sala B, 24/2/93, “O.S.N. c. Prop. Yerbal 43”, JA 1994-III-303).

Ciertamente, la actitud del demandado, quien no sólo resistió la pretensión de los actores alegando hechos que no intentó siquiera probar, sino que además opuso a ella reconvención por la suma de $ 7.880 en concepto de honorarios profesionales, sin acompañar factura alguna, ni tratar de acreditar que ésos eran los honorarios convenidos con las partes, ni explicar el cálculo por el cual arribó a esa cantidad, pone en evidencia la falta de sustento de su posición. La circunstancia de que no haya comparecido a la audiencia del art. 360 del Código Procesal, producido la prueba confesional e informativa ofrecidas ni abonado la tasa de justicia correspondiente a la reconvención, como asimismo lo insustancial de su expresión de agravios, permiten inferir que el demandado ha obrado con conciencia de su sinrazón, es decir, temerariamente, al plantearla.

Es por ello que propicio imponerle, al ex-notario G. en los términos del art. 45 del Código Procesal, una multa en favor de la parte actora de $ 1.000, que deberá ser abonada a la parte actora en el plazo de diez días de firme la presente.

Por todo lo expuesto, doy mi voto para que:

1) Se confirme la sentencia apelada en todo cuanto ha sido materia de apelación y de agravio.

2) Se impongan las costas de alzada al demandado y al Colegio de Escribanos citado como tercero.

3) Se imponga al demandado una multa procesal de $1.000 (pesos mil), que deberá ser abonada a la parte actora en el plazo de diez días de firme la presente.

El señor juez de Cámara doctor Miguel Angel Vilar, por análogas razones a las aducidas por la señora juez de Cámara doctora Ana María Brilla de Serrat, votó en el mismo sentido a la cuestión propuesta. El señor juez de Cámara doctor Diego C. Sánchez no interviene por hallarse en uso de licencia.

Buenos Aires, 24 de junio de 2008. Por lo que resulta de la votación que instruye el Acuerdo que antecede, se resuelve: 1) Confirmar la sentencia apelada en todo cuanto ha sido materia de apelación y de agravio. 2) Imponer las costas de alzada al demandado y al Colegio de Escribanos citado como tercero. 3) Imponer al demandado una multa procesal de $ 1.000 (pesos mil), que deberá ser abonada a la parte actora en el plazo de diez días de firme la presente. 4) Diferir los honorarios hasta el estadio procesal oportuno. Notifíquese por secretaría y devuélvase. – Ana María Brilla de Serrat. – Miguel Á. Vilar (Sec.: Marcela L. Alessandro).

